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Caso núm. 2679 (México) 

102. En su anterior examen del caso en junio de 2010, el Comité formuló las siguientes 

recomendaciones sobre las cuestiones pendientes [véase 357.º informe, párrafo 758]: 

a) en relación con los alegados despidos de cinco dirigentes sindicales y afiliados 

mencionados por sus nombres en la queja del Sindicato de Agentes Vendedores de 

Seguros en General en el Estado de Jalisco (SAVSGEJ) (Sra. María del Socorro 

Guadalupe Acevez González, Sra. Rossana Aguirre Díaz, Sra. María Cristina Vergara 

Parra, Sra. Bertha Elena Flores Flores, Sra. Elodia Hernández Orendain, y afiliados 

Sres. Alejandro Casarrubias Iturbide, Lázaro Gabriel Téllez Santana, Javier Badillo 

Flores, Martín Ramírez Olmedo), el Comité espera firmemente que la Junta Local de 

Conciliación y Arbitraje del Estado de Jalisco se pronunciará rápidamente sobre las 

demandas por despido (o como señala el Gobierno, cese de la relación contractual 

mercantil) injustificado y antisindical interpuestas por los dirigentes sindicales y 

sindicalistas despedidos y pide al Gobierno que le mantenga informado sobre los 

resultados de dichas demandas; 

b) en cuanto al alegato según el cual las empresas de seguros mencionadas en la queja han 

solicitado la cancelación del registro de la organización querellante ante la Junta Local 

de Conciliación y Arbitraje del Estado de Jalisco — de manera indebida según la 

organización querellante —, el Comité pide al Gobierno que comunique la sentencia que 

dicte la autoridad judicial. 

103. En su comunicación de fecha 9 de septiembre de 2010, el sindicato querellante se refiere a 

la evolución de los distintos procedimientos judiciales. 

104. En su comunicación de fecha 18 de octubre de 2010, el Gobierno informa que la demanda 

presentada ante la Quinta Junta Especial de la Local de Conciliación y Arbitraje del Estado 

de Jalisco por diversas empresas aseguradoras sobre la nulidad del registro sindical del 

sindicato de agentes, fue resuelta en primera instancia mediante el laudo de fecha 11 de 

mayo de 2010, en la que resuelve improcedente la acción de nulidad ejercida por las 

aseguradoras. En conclusión, conforme a la legislación mexicana, las empresas 

aseguradoras aún tienen a su alcance diversos recursos legales, por lo que el laudo de fecha 

11 de mayo de 2010, no puede ser considerado como definitivo. El Gobierno Federal 

confía plenamente en que la autoridad judicial que conozca de este recurso actuará 

conforme a la legislación nacional y los principios de libertad sindical. El Comité toma 

nota de estas informaciones y pide al Gobierno que le informe de todo nuevo recurso 

judicial contra la decisión judicial favorable al registro del sindicato querellante. 

105. En lo que respecta a las demandas judiciales presentadas por los afiliados mencionados en 

las recomendaciones del Comité, el Gobierno facilita informaciones sobre la evolución de 

los procesos (salo el relativo al Sr. Javier Badillo Flores) de las que surge que no han 

concluido. El Gobierno añade que pondrá en conocimiento del Comité las resoluciones 

judiciales cuando concluyan los juicios.  

106. El Comité queda pues a la espera de las sentencias que se dicten en relación con estos 

afiliados. El Comité pide a la organización querellante que facilite precisiones sobre la 

demanda judicial planteada por el afiliado Sr. Javier Badillo Flores con objetivo de que el 

Gobierno pueda enviar observaciones al respecto. 

Caso núm. 2268 (Myanmar)  

107. El Comité examinó por última vez este caso en su reunión de marzo de 2010 [véase 

356.° informe, párrafos 95 a 100] y recuerda que se refiere a varias cuestiones relacionadas 

con la falta de libertad sindical en el país tanto en la legislación como en la práctica: 

i) alegatos relativos a cuestiones legislativas: marco legislativo poco claro en relación con 
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la libertad sindical, graves divergencias entre la legislación y el Convenio núm. 87; textos 

represivos, en particular, órdenes y decretos militares, perjudiciales para la libertad sindical 

y que contribuyen a crear un clima de negación de los derechos fundamentales, así como a 

aniquilar y destruir cualquier tipo de organización del trabajo y, ii) alegatos relativos a 

cuestiones de hecho: ausencia total de organizaciones de trabajadores registradas 

legalmente, represión sistemática por parte de las autoridades públicas de cualquier forma 

de organización del trabajo; la Federación de Sindicatos de Birmania (FTUB) no puede 

funcionar con libertad e independencia en el territorio de Myanmar y su secretario general 

se enfrenta a causas criminales por sus actividades sindicales legítimas; asesinato, 

detención y tortura de sindicalistas; represión constante de la gente de mar por ejercer sus 

derechos sindicales; arresto y despido de trabajadores en relación con acciones de protesta 

y reivindicaciones, en particular en la Unique Garment Factory, la Texcamp Industrial Ltd. 

de Myanmar y la Yes Garment Factory de Myanmar; intervención del ejército en los 

conflictos laborales. En su reunión de marzo de 2010, el Comité instó al Gobierno a que 

aprovechara de buena fe las oportunidades de asistencia técnica de la Oficina con miras a 

subsanar las deficiencias legislativas, y a poner la legislación en conformidad con el 

Convenio núm. 87 y los principios de negociación colectiva, y le pidió que lo mantuviera 

informado de la evolución de la situación al respecto. El Comité pidió una vez más al 

Gobierno que, mientras no se adoptase en Myanmar una legislación que protegiese y 

fomentase la libertad sindical, tomara medidas para garantizar la representación libremente 

elegida por trabajadores y empleadores en los casos objeto de conciliación en los diversos 

comités de resolución de conflictos que funcionan en el país, y que lo mantuviera 

informado de las medidas adoptadas al respecto.  

108. En sus comunicaciones de fechas 3 de marzo, 17 de agosto y 7 de octubre de 2010, el 

Gobierno indica, en particular, que se está elaborando una nueva ley de sindicatos y 

recuerda que el proyecto fue examinado con la misión de la OIT en enero de 2010. El 

Gobierno también indica que el Pyidaungsu Hluttaw (Parlamento) adoptará las medidas 

necesarias en relación con la derogación de las órdenes núms. 2/88, 6/88, la Ley sobre las 

Asociaciones Ilícitas y la declaración núm. 1/2006, después de las elecciones de noviembre 

de 2010. En lo que respecta a los mecanismos de solución de conflictos, el Gobierno 

reitera la información presentada anteriormente y agrega que en 2009, se resolvieron 

475 conflictos laborales, 5.017 trabajadores recibieron 409.470.000 kyats 

(aproximadamente 63.000.000 de dólares de los Estados Unidos) (sic) y se concedieron 

indemnizaciones en 22 casos. Además, de enero a agosto de 2010, se resolvieron 

450 conflictos laborales, 2.983 trabajadores recibieron 300.740.000 kyats (47.000.000 de 

dólares de los Estados Unidos) (sic) y se concedieron indemnizaciones en 15 casos. En lo 

que respecta al derecho de los marinos de constituir las organizaciones que estimen 

convenientes y ofrecerles garantías suficientes contra los actos de discriminación 

antisindical, el Gobierno indica que la Constitución de la Asociación de la Gente de Mar 

de Myanmar en el Extranjero (MOSA) dispone claramente que los marinos tienen el 

derecho de constituir las organizaciones que estimen convenientes y de afiliarse a las 

mismas, y que el texto del modelo de acuerdo a este respecto ha sido enviado. Por último, 

en lo referente a las recomendaciones relativas a las cuestiones fácticas del caso, el 

Gobierno reitera la información proporcionada anteriormente al Comité.  

109. El Comité toma nota de la información comunicada por el Gobierno. En lo que se refiere a 

sus recomendaciones de carácter legislativo, el Comité recuerda que desde hace varios 

años subraya la necesidad de elaborar una legislación que garantice el ejercicio de la 

libertad sindical, así como de velar por que no se aplique la legislación vigente que impide 

ejercer ese derecho. Asimismo, recuerda que el constante incumplimiento del deber de 

adoptar medidas con el fin de subsanar las deficiencias legislativas constituye una grave y 

persistente violación de las obligaciones que para el Gobierno se derivan de su 

ratificación voluntaria del Convenio núm. 87. A la luz de estos principios, el Comité toma 

nota con agrado de la información proporcionada por el Gobierno según la cual el 
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Parlamento adoptará las medidas necesarias en relación con la derogación de las órdenes 

núms. 2/88 y 6/88, la Ley sobre las Asociaciones Ilícitas y la declaración núm. 1/2006 

(según entiende el Comité se trata de la declaración núm. 1/2006 por la que se comunica 

que la FTUB constituye un grupo terrorista). El Comité confía en que esto significa que 

estas órdenes y la declaración serán efectivamente derogadas en un plazo muy breve y 

pide al Gobierno que lo mantenga informado al respecto. Al tomar nota de que las 

elecciones han tenido lugar y de que se está preparando el proyecto de ley que fue 

examinado con la misión de la OIT en 2010, el Comité insta al Gobierno en los términos 

más enérgicos, a promulgar leyes que garanticen el respeto y el ejercicio de la libertad 

sindical para todos los trabajadores y los empleadores; a comunicar una copia de la 

legislación que garantiza estos derechos a los marinos (incluido el modelo de acuerdo 

enviado a este respecto); a proteger de manera explícita a las organizaciones de 

trabajadores y de empleadores contra toda injerencia de los poderes públicos y el ejército 

(y a comunicar una copia de la legislación pertinente, una vez que haya sido adoptada); y 

a velar por que las leyes que se adopten sean publicadas y su contenido se difunda 

ampliamente. El Comité insta una vez más al Gobierno a aprovechar de buena fe las 

oportunidades de asistencia técnica de la Oficina con miras a subsanar las deficiencias 

legislativas, y a poner la legislación en conformidad con el Convenio núm. 87 y los 

principios de negociación colectiva. El Comité pide al Gobierno que lo mantenga 

informado de la evolución de la situación al respecto. 

110. En relación con las recomendaciones relativas a las cuestiones fácticas, el Comité deplora 

una vez más que el Gobierno no proporcione ninguna nueva información a este respecto. 

Por consiguiente, el Comité se ve obligado a reiterar sus recomendaciones anteriores e 

insta al Gobierno a que tome todas las medidas necesarias para garantizar su plena 

aplicación y a que proporcione informaciones concretas, actualizadas y detalladas sobre 

la situación de todas las personas afectadas por los alegatos siguientes:  

— la promulgación de instrucciones con carácter urgente a los agentes civiles y 

militares para que las autoridades se abstengan de todo acto destinado a impedir el 

libre funcionamiento de cualquier forma de organización de la representación 

colectiva libremente elegida por los trabajadores para defender y promover sus 

intereses económicos y sociales, incluidas las organizaciones de la gente de mar y las 

que funcionan en el exilio por no poder obtener su reconocimiento en el contexto 

jurídico vigente en Myanmar, así como la necesidad de garantizar que todos aquellos 

que trabajen para esas organizaciones puedan realizar actividades sindicales sin 

sufrir acoso ni intimidación;  

— la realización de una investigación independiente sobre el presunto asesinato del 

Sr. Saw Mya Than, investigación que deberá llevar a cabo un grupo de expertos que 

todas las partes consideren imparcial;  

— las medidas adoptadas para garantizar la inmediata puesta en libertad del Sr. Myo 

Aung Thant;  

— la promulgación de las instrucciones pertinentes para garantizar que las autoridades 

de la División de Control del Empleo de la Gente de Mar (SECD) se abstengan 

inmediatamente de todo acto de discriminación antisindical contra los marinos que 

lleven a cabo actividades sindicales, así como la revisión del texto del modelo de 

acuerdo relativo a la gente de mar de Myanmar con objeto de ponerlo en 

conformidad con el Convenio núm. 87 y los principios de la negociación colectiva;  

— las medidas adoptadas para investigar los despidos de los Sres. Min Than Win y 

Aung Myo Win de la fábrica de neumáticos Motorcar;  
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— las medidas adoptadas para investigar cuál fue en concreto la parte de la producción 

de la Unique Garment Factory suspendida en julio de 2001 y cuáles exactamente los 

criterios utilizados para escoger a los 77 trabajadores del turno de noche objeto del 

recorte;  

— la presentación de información completa, incluyendo, cuando sea posible, 

documentos oficiales de la empresa sobre la decisión de conservar los puestos de 

trabajo de los trabajadores calificados y en servicio y suprimir los de los 

trabajadores no calificados y que no estaban en servicio, adoptada por la Myanmar 

Texcamp Industrial Ltd. al proceder a la supresión de los puestos de trabajo de 

340 trabajadores, y 

— las medidas adoptadas para investigar los alegatos relativos a la Yes Garment 

Factory. 

Caso núm. 2591 (Myanmar) 

111. El Comité examinó este caso por última vez en su reunión de marzo de 2010 [véase 

356.º informe, párrafos 101-103]. El caso se refiere al arresto de seis activistas laborales, 

su enjuiciamiento por sedición y por asociación con la Federación de Sindicatos de 

Birmania (FTUB), y las sentencias a prisión sumamente severas a las que se los condenó 

luego de que intentaran organizar celebraciones y un seminario sobre cuestiones laborales 

con motivo del Día Internacional del Trabajo, el 1.º de mayo de 2007. En su reunión de 

marzo de 2010, el Comité urgió al Gobierno a que tomara las medidas necesarias para que 

se pusiera en libertad inmediatamente a Thurein Aung, Wai Lin, Nyi Nyi Zaw, Kyaw 

Kyaw, Kyaw Win y Myo Min, y que lo mantuviera informado al respecto.  

112. En las comunicaciones de fechas 17 de agosto, 31 de agosto y 7 de octubre de 2010, el 

Gobierno responde a las recomendaciones que el Comité ha formulado en el presente caso. 

En lo concerniente a las recomendaciones pendientes, el Gobierno presenta la información 

a continuación. Respecto de la recomendación para que el Gobierno tome las medidas 

necesarias para modificar la legislación nacional con el fin de permitir el funcionamiento 

de los sindicatos de conformidad con los Convenios núms. 87 y 98, y que reconozca a la 

FTUB como organización sindical legítima, el Gobierno indica una vez más que la nueva 

legislación se redactará de conformidad con el Convenio núm. 87, y reitera que la FTUB es 

considerada una organización terrorista. En cuanto a la recomendación del Comité al 

Gobierno para que sin demora lleve a cabo una investigación independiente sobre los 

presuntos malos tratos de los que son objeto los detenidos, el Gobierno presenta 

información general relativa a los esfuerzos que ha realizado el Departamento 

Penitenciario, supeditado al Ministerio del Interior, para ajustarse a las Reglas mínimas de 

las Naciones Unidas para el tratamiento de los reclusos, de 1988, y que con base en éstas 

considera que la denuncia de malos tratos de los detenidos en el presente caso es 

infundada. En lo concerniente a la recomendación para que se libere sin demora a Thurein 

Aung, Wai Lin, Nyi Nyi Zaw, Kyaw Kyaw, Kyaw Win y Myo Min, el Gobierno reitera 

que estas personas no eran trabajadores y nunca trabajaron en fábrica o establecimiento 

algunos, y que únicamente han sido castigados por haber quebrantado leyes en vigor, no 

por sus actividades sindicales. En cuanto a la recomendación para que el Gobierno se 

asegure de que ninguna persona sea castigada por ejercer sus derechos a la libertad 

sindical, de opinión y de expresión, el Gobierno señala que se castigará a las personas por 

quebrantar las leyes en vigor. Por último, en lo concerniente a la recomendación del 

Comité para que el Gobierno se abstenga de todo acto destinado a impedir el libre 

funcionamiento de cualquier forma de organización libremente elegida por los trabajadores 

para su representación colectiva con el objeto de defender y promover sus intereses 

económicos y sociales, incluidas las organizaciones que funcionan en el exilio (como, por 

ejemplo, la FTUB), el Gobierno sostiene que en la Constitución se garantizan los derechos 
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de los ciudadanos, incluidos los derechos a la libre expresión, a la manifestación pacífica y 

a la sindicación, pero que el proceso de redacción de la legislación no allanará el camino 

para la existencia de ninguna asociación ilícita u organización terrorista que no tenga 

permitido existir en ninguna otra parte del mundo. 

113. El Comité toma nota de la información presentada por el Gobierno y, en particular, de la 

reiteración de su intención de elaborar nuevas leyes en consonancia con el Convenio 

núm. 87. No obstante, el Comité lamenta profundamente una vez más que en la 

comunicación del Gobierno se repita en lo esencial la información previamente facilitada 

y que no se presente ninguna información o evidencia específica de que el Gobierno haya 

tomado medidas concretas respecto de las graves cuestiones abordadas en este caso. Por 

consiguiente, el Comité deplora que el Gobierno no haya puesto en práctica sus 

recomendaciones y se ve en la obligación de remitirse al examen que hizo anteriormente 

de este caso y a urgir firmemente al Gobierno a que, con carácter urgente, aplique 

plenamente las recomendaciones previas del Comité. En particular, el Comité pide al 

Gobierno que presente información específica y detallada acerca de la situación de 

Thurein Aung, Wai Lin, Nyi Nyi Zaw, Kyaw Kyaw, Kyaw Win y Myo Min. El Comité pide 

al Gobierno que tome todas las medidas necesarias para garantizar la inmediata puesta 

en libertad de estas personas, así como su acceso a asistencia jurídica y médica mientras 

estén detenidos. Por último, el Comité pide al Gobierno que tome sin demora medidas 

reales y concretas para garantizar el pleno respeto del derecho a la libertad sindical de 

jure y de facto. 

Caso núm. 2590 (Nicaragua) 

114. El Comité examinó este caso por última vez en su reunión de marzo de 2010. El Comité 

había urgido al Gobierno a que, respetando la independencia de los poderes del Estado, y 

en el marco de sus posibilidades tome toda medida — por ejemplo a través de gestiones 

informales, buenos oficios o mediación — para obtener el reintegro en su puesto de trabajo 

del dirigente sindical Sr. Chávez Mendoza en espera de que la autoridad judicial se expida 

en relación con su despido [véase 356.º informe, párrafos 110 a 113]. 

115. Por comunicación de 3 de noviembre de 2010, el Gobierno manifiesta que el caso del 

Sr. Donaldo José Chávez Mendoza ha sido llevado en dos instancias: 1) en el Juzgado 

Primero Distrito de Managua, núm. 000358-1001-2007LB, y 2) ante el Tribunal de 

Apelación Sala Laboral Managua, núm. 000784-ORM1-2010LB. Al respecto, se agotó la 

primera etapa del proceso laboral. Como resultado de esta acción, la autoridad 

jurisdiccional, Juez Primero de Distrito de la Circunscripción de Managua, mediante 

sentencia de 28 de abril de 2010, ordenó el reintegro del Sr. Chávez Mendoza. Haciendo 

uso de los derechos que la legislación laboral confiere a las partes, la parte empleadora, 

que es la demandada en el proceso, apeló la sentencia en referencia, iniciando de esta 

forma la segunda etapa y definitiva del juicio laboral. Según el ordenamiento jurídico 

laboral, al admitirse la apelación queda sin ejecutarse la sentencia de primera instancia, por 

cuanto la resolución que resolverá el proceso será la sentencia emitida por el máximo 

órgano en materia laboral, en este caso, el Tribunal de Apelaciones Circunscripción 

Managua Sala Laboral, etapa en la que se encuentra actualmente el caso del Sr. Chávez 

Mendoza. La resolución que emita este órgano jurisdiccional será acatada por la Dirección 

General de Ingresos (DGI), que es la parte empleadora y demandada en el proceso laboral. 

Afirma el Gobierno que durante todo el proceso que se ha efectuado en las instancias 

judiciales correspondientes, el Sr. Donaldo José Chávez Mendoza ha hecho uso de los 

derechos y garantías que la Constitución Política y las leyes laborales del país le otorgan. 

116. El Comité toma nota de estas informaciones. El Comité lamenta el largo tiempo 

transcurrido desde el despido del dirigente sindical Sr. Chávez Mendoza (julio de 2007) y 

expresa la firme esperanza en que la autoridad judicial de segunda instancia se 


